
La decisión será de la corte, pero la Fis-
calía Metropolitana Oriente debía expo-
ner sus argumentos para fundar la solici-
tud de desafuero contra el diputado Joa-
quín Lavín (ex-UDI). Así, en 156 páginas,
describe por qué busca formalizar una in-
vestigación en su contra por fraude al fis-
co, tráfico de influencias y falsificación y
uso malicioso de instrumento privado
mercantil, además de solicitar cautelares.

n “Facturas falsas” al Congreso
Mediante dos empresas, la imprenta

MMG y Modo 74 SpA, el diputado ha-
bría, “desde al menos 2015 a 2024”, ren-
dido “de manera sistemática y reiterada
facturas ideológicamente falsas al Con-
greso Nacional (…), con cargo a los cua-
les financió campañas y otros proyectos
políticos y electorales de su partido”, se-
gún el escrito. Esas maniobras habrían
ocasionado un perjuicio fiscal que “as-
ciende al menos a $104.271.784”.

También el documento detalla que
la imprenta “prestó servicios de im-
presiones de campaña y otros materia-
les gráficos de publicidad de su labor
parlamentaria”, pero habría presenta-
do rendiciones falsas de gastos parla-
mentarios con el fin de “financiar, con
cargo a fondos públicos, las deudas
que mantenía con dicho proveedor por
servicios prestados”.

“Para ello, el imputado,
personalmente o a través
de su asesor parlamenta-
rio, jefe de trabajo territo-
rial y coordinador de ase-
sores, el coimputado Ar-
naldo Emiliano Domín-
guez Vallejos, solicitó de
forma reiterada al repre-
sentante legal de la em-
presa, Juan Silva Morales,
la emisión de facturas ideológicamente
falsas, con glosas, montos y fechas que
no correspondían a servicios efectiva-
mente prestados al diputado en sus fun-
ciones parlamentarias”, dice el texto. 

En total, “MMG emitió un total de 44
facturas al imputado Lavín León, por un
total de $37.055.269. De ellas, 32 fueron
rendidas por el imputado al Congreso
Nacional como gastos operacionales,
por un total de $18.866.909”. El perjui-
cio calculado por el eventual fraude con
esta empresa “asciende al menos a
$10.896.109”.

n Modo 74 SpA
En cuanto a la empresa Modo 74

SpA, dice la solicitud, el diputado junto
con el coimputado Felipe Vásquez
“idearon un proyecto denominado ‘So-

cialTazk’, el que consistía
en una plataforma web
que permite el almacena-
miento de bases de datos y
el envío de mensajería de
texto masiva”. A través de
esta herramienta, el dipu-
t a d o “ b u s c a o b t e n e r ,
mantener y gestionar ba-
ses de datos de votantes
de todo el territorio nacio-
nal, con fines principal-

mente políticos y electorales”.
Se explica que, “durante 2020 y 2021,

el imputado Lavín León ofreció la pla-
taforma a más de 70 candidatos UDI a
nivel nacional, a quienes les creó un

usuario y contraseña de acceso, y pro-
cedió al envío masivo de mensajería de
campaña de manera gratuita, única-
mente a cambio de hacerse en forma ilí-
cita de las bases de datos de todos los
candidatos y funcionarios públicos a
nivel nacional, quienes proporciona-
ban información privada de millones
de personas que obtenían en el desem-
peño de sus labores públicas”.

Sobre el funcionamiento de la misma,
Paola Larraín, secretaria del diputado
Renzo Trisotti, declaró que “finalmente
fue un desastre (...), ninguno pudo real-
mente operar con la plataforma”.

n Asesores destinados a trabajar
en SocialTazk

Para el funcionamiento del software,
Lavín habría instruido a sus asesores par-
lamentarios “que destinaran su jornada
laboral en el Congreso para ingresar y va-
lidar en la plataforma las bases de datos
que eran proporcionadas por los candi-
datos UDI en sus respectivas cuen-
tas, además de ordenar que los
contactaran telefónicamente, pa-
ra validar la información que
mantenían de cada uno de
ellos”, según la fiscalía.

La herramienta “también
era ofrecida y utilizada no
solo por el diputado Lavín
León en su interés personal
y el de su partido, sino que
también formaba parte de
un proyecto de las socie-
dades Panel Ciudadano
y Chiletendencia, de sus
hermanos Juan Pablo
Lavín León y María Es-
tela Lavín León, quie-
nes ofrecían los servi-
cios de SocialTazk, que
estaban siendo finan-
ciados con fondos pú-
blicos del Congreso
Nacional”.

Así, hay “al menos
153 facturas entre 2018

y septiembre de 2024, como también a
través de la contratación con remesas
públicas de Felipe Vásquez, coimputa-
do, para la creación e implementación
de la plataforma. De esta forma, el im-
putado Lavín León causó un perjuicio al
patrimonio público del Congreso Na-
cional por al menos $93.375.675”, de
acuerdo a la fiscalía. La defensa de La-
vín ha descartado irregularidades.

Según el Ministerio Público, pero su defensa ha descartado irregularidades

Más de $100 millones defraudados y
software inútil: las claves de la petición
de desafuero del diputado Lavín

E. CANDIA Y C. CARVAJAL

El diputado Joa-
quín Lavín León.
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Fiscalía también

argumentó la eventual
intervención de Lavín en

contrataciones y despidos
en la municipalidad que
dirigía su esposa Cathy

Barriga.

Pasado el mediodía de ayer llegó un
correo electrónico a los ministros que
integran la Corte Suprema en que se les
avisaba que habría un segundo pleno
extraordinario en la jornada. 

Minutos antes, el fiscal judicial del
máximo tribunal, Jorge Pizarro —que
lidera la investigación de licencias mé-
dicas irregulares, ordenada interna-
mente tras el informe de la Contraloría
General de la República— había ingre-
sado al despacho del presidente de la
Corte Suprema, Ricardo Blanco. En esta
reunión le entregó el informe final con
el número de funcionarios que estando
con licencia médica salieron del país.

El informe preliminar de la Policía de
Investigaciones (PDI) de Chile concluyó
que existía un universo de cinco mil licen-
cias irregulares que debían ser indagadas.

Sin embargo, tras la depuración de los
antecedentes enviados por la PDI y con
el apoyo de la Contraloría Interna de la
Corporación Administrativa del Poder
Judicial, se identificó un total de 1.029
casos de viajes al extranjero de funcio-
narios, estando estos con reposo, duran-
te los últimos cinco años. 

Aunque se aclara que estas son licen-
cias médicas y que hay funcionarios que
usaron más de una licencia médica en el
período pesquisado. 

n Solo quienes salieron y entraron
al país estando con reposo médico

Esta cifra considera solo a los funciona-
rios que salieron e ingresaron al país con
licencia médica, de acuerdo a la informa-
ción recopilada por “El Mercurio”. Con
esto se evita contabilizar a aquellos que
se hayan enfermado en el exterior.

Así, en la actualidad, 692 son funcio-
narios, de los cuales se encuentran acti-
vos un total de 571, de una dotación total
de 13.457 personas que se desempeñan
en el Poder Judicial. 

De esos 571 funcionarios, no existe
ningún integrante de la Corte Suprema.

Respecto del resto del escalafón pri-
mario del Poder Judicial —es decir, de la
categoría de jueces de tribunales supe-
riores—, se detectaron cuatro ministros
de Corte de Apelaciones. De estos, hay
una magistrada que sería de la jurisdic-
ción de Santiago, otra de la de Valparaí-
so, además de un ministro de Arica y
una de Valdivia. También hay una fiscal
judicial del tribunal de alzada de Valdi-
via y 84 jueces de todo el país.

n Ordenan que cortes de apelacio-
nes del país abran sumarios

La Corte Suprema, luego del informe
evacuado por la Contraloría General de
la República, por resolución de fecha 23
de mayo, encomendó al fiscal judicial
del máximo tribunal recopilar los ante-
cedentes relativos a funcionarios del Po-
der Judicial que, estando con licencia
médica, salieron del territorio nacional.

A raíz de la ola de autodenuncias que
hicieron jueces en todo el país tras ese
anuncio, la Corte Suprema delineó cuál
sería el procedimiento a seguir y que los

sumarios los hagan los fiscales judicia-
les de todo el país. Esto, coordinado por
el fiscal judicial del máximo tribunal.

La Corte Suprema resolvió, en ese
sentido, remitir la nómina a las cortes de
apelaciones para los efectos de iniciar
los respectivos procedimientos discipli-
narios, tanto de funcionarios activos o
que hayan cesado en sus funciones, in-
vestigación que estará a cargo de un
único fiscal judicial por cada corte.

De acuerdo a un comunicado entre-
gado por el Poder Judicial, hacen pre-

sente que, en todo caso, “entre los ca-
sos informados podría existir super-
posición de licencia médica y feriado,
lo que será materia de la investiga-
ción respectiva”.

n Siguen indagatorias al interior
del Ministerio Público

Al igual que en el Poder Judicial, da-
do que debido a su autonomía no fue
considerado en el informe de Contra-
loría que detectó a 25 mil funcionarios
haciendo mal uso de licencias médi-

cas, el Ministerio Público también or-
denó una pesquisa interna.

El levantamiento de información se
centró entre 2022 y 2025. El organismo
confirmó a mediados de junio que hay
42 personas con contrato vigente que
registraron salidas al extranjero mien-
tras se encontraban con licencia médica.

Diez son fiscales y 32 corresponden a
funcionarios pertenecientes a otros es-
tamentos, como administrativos, abo-
gados asistentes, abogados asesores,
técnicos y auxiliares.

Tras una revisión, con apoyo de la contraloría interna y la PDI: 

Cuatro ministros, un
fiscal de Corte y más de
80 jueces usaron licencias
y viajaron al extranjero

CINTHYA CARVAJAL y JUDITH HERRERA

Casi 600 funcionarios del Poder Judicial —incluidos los magistrados 
de tribunales superiores— enfrentarían investigaciones disciplinarias por
estas irregularidades. Así lo ordenó la Corte Suprema que, a su vez,
informó que no hay supremos en esta situación.

Aunque la Corte Suprema entregó las cifras que recopiló su fiscalía judicial, advirtió que, entre los casos informados, “podría existir
superposición de licencia médica y feriado, lo que será materia de la investigación respectiva”. 
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Tras permanecer casi dos se-
manas prófugo, la detención del
agresor del conserje de Vitacura,
Martín de los Santos (32), se rea-
lizó el miércoles, en la ciudad de
Cuiabá en Brasil, a más de dos
mil kilómetros de distancia de
Florianópolis, destino al que ha-
bría llegado originalmente. 

Ayer, el 4° Juzgado de Garantía
de Santiago aprobó la petición de
extradición solicitada contra el
empresario que agredió a un con-
serje de 71 años, el 17 de mayo, el
que estaba trabajando en Vitacura.

Ahora, la solicitud será remiti-
da a la Corte de Apelaciones, sin
embargo, el persecutor de la Fis-
calía Metropolitana Oriente, Fe-
lipe Sepúlveda, adelantó que “el
proceso de extradición puede
durar varios meses”. 

Por su parte, el querellante
Rodrigo Ríos explicó que “esta-
mos bastante conformes con este
primer paso que se ha realizado
hoy (...), donde el tribunal enten-
dió por satisfechos todos los re-
quisitos que nuestra ley estable-
ce, para que se eleven los antece-
dentes para que la corte se pro-
nuncie sobre la extradición que
Chile pueda formular a Brasil”.

Tras su detención:

Aprueban
extradición de
Martín de los
Santos a Chile

Ahora la solicitud
tendrá que ser
analizada por la Corte
de Apelaciones.
LORENA CRUZAT

El imputado Martín de los San-
tos, de manera remota, en la revi-
sión de sus cautelares el 26 de junio.
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n Gremio médico
crítica nuevo
registro de
emisores
de permisos

Hace unos días, la Superintendencia
de Seguridad Social (Suseso) publicó
una serie de exigencias para el uso y
entrega de licencias médicas, entre las
que se encuentra la implementación del
Registro de Médicos Emisores.

Lo anterior se hizo en concordancia
con la reciente Ley 21.746, que re-
fuerza los requisitos para otorgar estos
permisos de salud.

Con todo, si bien el Colegio Médico
valora la “importancia de contar con
mecanismos de fiscalización”, según señala
una carta enviada por el gremio ayer a la
superintendenta (s) Patricia Altamirano,
cuestiona también su implementación.

Cita, por ejemplo, “la incorporación de
diagnósticos clínicos, que no están
mandatados por ley y cuya publicación
puede generar estigmatización” y “el uso
de un cálculo de promedio diario de
licencias que podría inducir a interpreta-
ciones erróneas, al no considerar ade-
cuadamente los días trabajados efecti-
vamente, las condiciones de ejercicio
profesional ni el contexto clínico”.

En un video compartido por redes
sociales, la presidenta del Colegio Médi-
co, Anamaría Arriagada, sostuvo que la
medida “puede afectar gravemente la
labor de muchos colegas que ejercen con
responsabilidad y compromiso”.

“Esto no solo vulnera la confidencia-
lidad médico-paciente, sino que instala
una desconfianza innecesaria”, señaló.

Añadió que se trata de observacio-
nes que entregaron durante la discu-
sión legislativa de la ley.

En tanto, son 75 los médicos cole-
giados que enfrentarán procedimientos
en tribunales de ética del gremio a raíz
de los casos descubiertos por la Con-
traloría sobre presuntas irregularidades
en el uso y otorgamiento de licencias.

1.029
licencias médicas serán pesquisadas en
las investigaciones disciplinarias que se
ordenaron a 571 funcionarios del Poder

Judicial, incluidos ministros y jueces. 

El legislador es
investigado por fraude 
al fisco, tráfico de
influencias y falsificación
y uso malicioso de
instrumento privado
mercantil, por hechos
relacionados con
el Congreso y el
municipio de Maipú.
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